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ción la incoación del expediente de expropiación forzosa 
de los bienes y derechos afectados por las obras de ejecu-
ción del proyecto aprobado.

Es de aplicación el artículo 8.1 de la Ley 25/1988,
de 29 de julio, de Carreteras modificado por el artícu-
lo 77 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, a cuyo tenor 
se declara de urgencia la ocupación de los bienes por la 
expropiación forzosa a que dé lugar la construcción de la 
mencionada obra. La tramitación del correspondiente 
expediente expropiatorio se ha de ajustar, por tanto, al 
procedimiento de urgencia previsto en el artículo 52 de la 
vigente Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de diciem-
bre de 1954 y concordantes de su Reglamento de 26 de 
abril de 1957.

En consecuencia, esta Demarcación, haciendo uso de 
la facultades que le otorga el artículo 98 de la Ley de 
Expropiación Forzosa y atendiendo a lo señalado en las 
reglas 2.ª y 3.ª de su artículo 52, ha resuelto convocar a 
los propietarios que figuran en la relación que se hará 
pública en el Boletín Oficial de la Provincia de Cáceres, 
y que se encuentra expuesta en el tablón de anuncios de 
los Ayuntamientos de Navaconcejo, Cabezuela del Va-
lle, Jerte y Tornavacas, así como en el de esta Demarca-
ción de Carreteras, para que asistan al levantamiento de 
las Actas Previas a la Ocupación en el lugar, día y hora 
que a continuación se indica:

Lugar: Ayuntamiento de Navaconcejo.
Fecha y hora: Veinticinco de agosto de dos mil ocho, 

desde las once horas.
Lugar: Ayuntamiento de Tornavacas.
Fecha y hora: Veintiséis de agosto de dos mil ocho, 

desde las nueve horas.
Lugar: Ayuntamiento de Jerte.
Fecha y hora: Veintisiete, veintiocho y veintinueve de 

agosto de dos mil ocho, desde las nueve horas.
Lugar: Ayuntamiento de Cabezuela del Valle.
Fecha y hora: Dos, tres, cuatro y cinco de septiembre 

de dos mil ocho, desde las nueve horas.

Además de los medios antes citados, se dará cuenta 
del señalamiento a los interesados mediante citación in-
dividual, y a través de la inserción de los correspondien-
tes anuncios en los diarios «Hoy» y el «Periódico Extre-
madura», y en el Boletín Oficial del Estado.

Esta última publicación, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 59.4 de la Ley de Régimen Jurídico de la Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, servirá como notificación a los posibles inte-
resados no identificados, a los titulares de bienes y 
derechos afectados que sean desconocidos y a aquellos 
de los que se ignore su paradero.

A dicho acto deberán comparecer los titulares de bie-
nes y derechos que se expropien personalmente o repre-
sentados por persona debidamente autorizada, aportando 
los documentos acreditativos de su titularidad y el último 
recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, pudiendo 
hacerse acompañar, a su costa, de Peritos y Notario.

Es de señalar que esta publicación se realiza, además, 
a los efectos de información pública contemplados en los 
artículos 17.2, 18 y 19.2 de la Ley de Expropiación For-
zosa para que en el plazo legalmente previsto, que con-
forme establece el artículo 56.2 del Reglamento de Ex-
propiación Forzosa podrá prorrogarse hasta el momento 
en que se proceda al levantamiento de las citadas actas 
previas a la ocupación, los interesados podrán formular 
por escrito, ante esta Demarcación de Carreteras (Aveni-
da de Europa, n.º 1. 06071-Badajoz), alegaciones a los 
solos efectos de subsanar posibles errores que se hayan 
producido al relacionar los bienes afectados por la urgen-
te ocupación.

Los planos parcelarios y la relación de interesados y 
bienes afectados podrán ser consultados en las dependen-
cias antes citadas.

Badajoz, 10 de julio de 2008.–El Ingeniero Jefe de la 
Demarcación, José Manuel Blanco Segarra. 

 45.801/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2007/00031.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-

co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 30 de Abril de 2008, 
adoptada por la Subsecretaria, por delegación de la 
Ministra, en el expediente número 2007/00031.

«Examinado el recurso interpuesto por D. Juan Marti 
Lluch contra resolución del Secretario General de Trans-
portes, de fecha 13 de noviembre de 2006, que le sancio-
naba con multa de 5.000 euros, por una infracción de 
carácter muy grave prevista en el apartado 3.f) del ar-
tículo 116 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante (Expediente. 
n.º 05/111/0073), y teniendo en cuenta los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–Por el Servicio Marítimo Provincial de Cas-
tellón, se levantó acta de infracción el día 27 de octubre 
de 2005, contra el ahora recurrente por bloquear el buque 
«Burriana» el canal de acceso al Puerto de Castellón. 
Segundo.–Por la Dirección General de la Marina Mer-
cante se acordó la incoación de expediente sancionador 
con fecha 30 de noviembre de 2005, y después de haber 
sido tramitado en forma reglamentario el oportuno expe-
diente, se dictó en el mismo la resolución que queda 
consignada, cuya notificación con los debidos apercibi-
mientos procedimentales tuvo lugar el día 4 de diciembre 
de 2006.

Tercero.–Por la parte interesada ahora recurrente se 
presenta escrito mediante el que interpone recurso de al-
zada contra el citado acuerdo, en fecha 20 de diciembre 
de 2006, y en el que se alega lo que juzgan conveniente a 
su derecho.

Cuarto.–El citado recurso junto con el expediente ha 
sido informado desfavorablemente por el órgano sancio-
nador, proponiendo su desestimación.

Fundamentos de Derecho

I. Dentro del orden previo de las cuestiones de ca-
rácter adjetivo o formal, es preciso manifestar que la in-
terposición del recurso se realizó dentro del plazo hábil 
para la impugnación de la resolución de que se trata y fue 
interpuesto por persona que ostenta un interés legítimo.

II. El recurrente, D. Juan Marti Lluch, armador de la 
embarcación «Burriana» invoca la caducidad del presen-
te procedimiento sancionador, alegando que ha transcu-
rrido el plazo de un año desde la fecha de comisión de la 
infracción presuntamente imputada hasta la notificación 
a esta parte de la Resolución Sancionadora.

Dichas alegaciones no pueden tener una acogida favo-
rable, pues es de señalar que la notificación no pudo lle-
varse a cabo dentro de plazo por encontrarse ausente el 
expedientado, siendo de mencionar la Sentencia del Tri-
bunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección 3a) de 17 de Noviembre de 2003 que declara la 
siguiente Doctrina Legal:

«Que el inciso intento de notificación debidamente 
acreditado que emplea el artículo 58.4 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, se refiere al intento de notificación personal 
por cualquier procedimiento que cumpla con las exigen-
cias legales contempladas en el artículo 59.1 de la Ley 
30/92, pero que resulte infructuoso por cualquier circuns-
tancia y que quede debidamente acreditado. De esta ma-
nera, bastará para entender concluso un procedimiento 
administrativo dentro del plazo máximo que la Ley le 
asigne, en aplicación del referido art. 58.4 de la Ley 30/
1992, el intento de notificación por cualquier medio le-
galmente admisible según los términos del artículo 59 de 
la Ley 30/1992. Y que se practique con las garantías le-
gales aunque resulte frustrado finalmente, y siempre que 
quede debida constancia del mismo en el expediente.».

Es de subrayar que consta en el expediente que la en-
trega de la Resolución se intentó el día 22 de noviembre 
de 2006, es decir, que se ha de considerar como realizada 
dentro del plazo legalmente establecido por tener el 
Acuerdo de Inicio fecha de 30 de Noviembre de 2005.

III. El expedientado manifiesta que durante la ins-
trucción del presente procedimiento sancionador se ha 
incurrido en causas de nulidad e indefensión alegando 
que no se ha cumplido con el preceptivo trámite de au-

diencia y la posibilidad de formular alegaciones con 
completo conocimiento de lo instruido.

Dichas alegaciones no pueden tener una acogida favo-
rable pues de una lectura exhaustiva de los documentos 
que forman parte del expediente determinan sin ningún 
género de dudas que en la tramitación del mismo no se ha 
incurrido en ninguna de las causas de indefensión ni en 
los defectos procedimentales a que se hace referencia en 
las alegaciones, pudiendo comprobarse que en la tramita-
ción del procedimiento ha seguido en todo caso los cau-
ces establecidos en la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común, en el Reglamento del Procedimien-
to para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora y en el 
Reglamento del Procedimiento Sancionador de las in-
fracciones en el ámbito de la Marina Civil.

Por consiguiente, es de subrayar que el expedientado 
tuvo el preceptivo trámite de audiencia y la posibilidad 
de formular alegaciones y manifestar cuanto fuese de su 
interés como así lo hizo, y se han realizado todos aque-
llos actos que pudieron obrar en defensa de los derechos 
del recurrente.

IV. El expedientado manifiesta que no se hizo cons-
tar en la notificación del Acuerdo de Inicio la existencia 
de diversos documentos, causándole indefensión, y soli-
cita la retroacción del expediente al momento de la noti-
ficación del Acuerdo de Incoación, acompañando a dicho 
acuerdo copia de dichos documentos.

Dichas alegaciones no pueden tener una acogida favo-
rable puesto que mediante el Acuerdo de Inicio, se comu-
nica al interesado la iniciación de un procedimiento san-
cionador, indicando si concurren las condiciones 
necesarias para iniciar dicho procedimiento, la posible 
calificación de los hechos constitutivos de infracción, la 
identificación de la persona presuntamente responsable y 
las sanciones que pudieran recaer, sin perjuicio de lo que 
resulte de la instrucción. Es en la posterior fase de ins-
trucción donde se realiza una labor de recopilación de 
documentos e investigación.

Es de señalar, por otra parte, que de acuerdo con lo 
dispuesto en el arto 19.1 del Reglamento del Procedi-
miento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora «a 
la notificación de la Propuesta de Resolución se acompa-
ñará una relación de documentos obrantes en el procedi-
miento a fin de que los interesados puedan obtener copias 
de los que estimen convenientes». Es decir, es responsa-
bilidad del armador el solicitar o no copia íntegra de to-
dos los documentos de que consta el expediente desde el 
momento en que hubiese considerado que desconocía 
algún trámite procedimental o algún tipo de documento y 
que, por tanto, le privaba de facilidades para alegar cuan-
to fuese de su interés.

En este caso, los documentos que decía desconocer y 
que solicita son el Acta de Notificación de las órdenes del 
Capitán Marítimo de Castellón instándole a abandonar el 
bloqueo del puerto, acta que, como consta en el expe-
diente, el patrón del buque se negó a recibir de manos de 
la Guardia Civil. Solicita igualmente la Comunicación 
del Capitán Marítimo del 24 de Octubre de 2005, la cual 
había sido transmitida vía VHF por los canales de radio 
de escucha obligada. Finalmente, menciona la Certifica-
ción del Centro Integrado de Coordinación de Servicios 
de Castellón (CICS) de 13 de Enero de 2006, en la que 
consta la efectividad del bloqueo de la bocana del puerto 
de Castellón, siendo de recordar que el Acuerdo de Inicio 
es anterior a dicha Certificación.

En virtud de lo expuesto, cabe concluir que en ningún 
momento se le ha causado indefensión al recurrente.

V. El recurrente afirma que no es responsable de la 
infracción que se le imputa y pretende que recaiga, en 
todo caso, la responsabilidad con carácter subsidiario en 
el patrón por ser quien debe de velar por todo lo que 
acontece en el buque, estando en la mar.

Dichas alegaciones no pueden tener una acogida favo-
rable pues la responsabilidad del armador ha quedado 
adecuadamente imputada ya que ha de mantener una ac-
titud vigilante en todo cuanto se relacione con su buque y 
velar para quien haga uso de su embarcación con su con-
sentimiento, cumpla con los requisitos legales para ello. 
Es de subrayar que la fórmula para imputar la responsa-
bilidad en casos como el que aquí se examina está esta-
blecida «ex lege» en el artículo 118 de la ley 27/1992, de 
24 de noviembre de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, e imputar la responsabilidad de forma diferen-
te a la descrita en dicho precepto, no sería sino incurrir en 



BOE núm. 178 Jueves 24 julio 2008 8941

la arbitrariedad cuya interdicción expresamente recoge el 
artículo 9.3 de la Constitución Española.

VI. El recurrente manifiesta que no se desprende 
prueba alguna en relación a la existencia de la única in-
fracción imputada, la desobediencia a las órdenes del 
Capitán Marítimo, y a juicio del expedientado, la embar-
cación permaneció parada en el mismo sitio durante cer-
ca de tres días porque nunca existió dicha notificación.

Dichas alegaciones han de correr la suerte adversa de 
las anteriores. Queda constancia en el expediente de la 
práctica de notificación de dichas órdenes, pues la entre-
ga física del documento a los patrones y responsables al 
mando de los buques y embarcaciones fue encomendada 
al Servicio Marítimo de la Guardia Civil, cuyos agentes 
constataron, y así lo hicieron constar por escrito, que los 
destinatarios de dicho documento se negaban a que se 
llevase a la práctica la notificación, rehusando la recep-
ción del documento.

Por otra parte, el presente procedimiento se ha instrui-
do en base a unos documentos aportados por la Adminis-
tración que prueban y acreditan la imputación de la in-
fracción efectuada por la Resolución Sancionadora, tales 
como, el oficio remitido por el Servicio Marítimo Pro-
vincial de la Guardia Civil, formulando denuncia, en la 
que la embarcación «Burriana» aparece identificada en la 
relación de embarcaciones intervinientes en el bloqueo, 
las notificaciones individuales del Capitán Marítimo 
efectuadas el día 25 de octubre de 2005 en las que se or-
denaba el abandono del bloqueo y se les advertía de las 
posibles consecuencias del incumplimiento de dichas 
órdenes, así como la emisión por parte el C.I.C.S. de los 
comunicados de la Capitanía Marítima informando a los 
buques pesqueros que dicho bloqueo no estaba permitido 
y que daba lugar a la vulneración del Reglamento para 
prevenir los Abordajes en la Mar y la Ley 27/92 de 24 de 
noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercan-
te, y aún así el citado buque hizo caso omiso de la referi-
da orden del Capitán Marítimo permaneciendo en la 
misma situación durante los días 25, 26 y 27 de octubre 
de 2007, impidiendo con su actitud el correcto funciona-
miento del puerto de Castellón.

VII. El recurrente manifiesta que se limitaron a ejer-
cer un derecho constitucional, el de la manifestación, que 
es de libre ejercicio.

Respecto a dicha alegación, cabe considerar que el libre 
ejercicio del derecho de manifestación no puede servir de 
cobertura para incurrir en conductas contrarias al ordena-
miento jurídico, prohibidas por éste o incluso, como es el 
caso, tipificadas como infracciones. En efecto, el artículo 
109 de la Ley 27/1992, otorga a las Capitanías Marítimas 
la posibilidad de adoptar las medidas precisas para, entre 
otras finalidades, restablecer la libre circulación en los su-
puestos de que uno o varios buques impidan el libre acceso 
a un punto, canal o vía navegable, a cuyos efectos podrá 
impartir las ordenes pertinentes que habrán de ser cumpli-
das por el capitán del buque o quien haga sus veces y por 
los que se hallasen en el buque.

Es precisamente dicho incumplimiento el que tipifica 
como infracción muy grave el artículo 116.3.f) de la Ley 
más arriba citada, no pudiéndose escudar el recurrente en 
su legítimo derecho constitucional de manifestación que 
en ningún caso ampara conductas contrarias al ordena-
miento jurídico.

VIII. El recurrente invoca la falta de competencia en 
el asunto de la Capitanía Marítima de Castellón para in-
coar el expediente sancionador y sostiene que debería ser 
de competencia de la Autoridad Portuaria.

Dichas alegaciones no pueden ser estimadas pues tal y 
como se indica en el Acuerdo de Inicio, no es la Capita-
nía Marítima quién incoa este expediente, sino la Direc-
ción General de la Marina Mercante, de acuerdo a lo es-
tablecido en el artículo 123 de la Ley 27/92, de 24 de 
Noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mer-
cante, en su virtud,

Este Ministerio, de conformidad con la propuesta 
formulada por la Subdirección General de Recursos, ha 
resuelto Desestimar el expresado recurso de alzada inter-
puesto por D. Juan Marti Lluch contra resolución del 
Secretario General de Transportes, de fecha 13 de no-
viembre de 2006, que le sancionaba con multa de 5.000 
euros, por una infracción de carácter muy grave prevista 
en el apartado 3.f) del artículo 116 de la Ley 27/1992, de 
24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante (Expediente n.º 05/111/0073), la cual procede 
confirmar en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, cabe recurso contencioso-administrativo 
ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Adminis-
trativo con sede en Madrid, en el plazo de dos meses, 
contados desde el día siguiente a su notificación.».

Madrid, 11 de junio de 2008.–Subdirector General de 
Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 45.802/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2007/00861.

Al no haberse podido practicar la notificación personal 
a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 
13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mismo 
artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la re-
solución del recurso de fecha 30 de abril de 2008, adopta-
da por la Subsecretaria del Departamento, por delegación 
de la Ministra, en el expediente número 2007/00861.

«Examinado el recurso interpuesto por D.ª Susana 
Barrios Pérez en nombre y representación de la entidad 
L’aspar C.B., contra resolución del Secretario General de 
Transportes, de fecha 17 de noviembre de 2006, que 
sancionaba a ella y a D. Joaquín Francisco Aymerich 
Moreno con multa de 3.000 euros por una infracción de 
carácter muy grave prevista en el apartado 3.f) del ar-
tículo 116 de la Ley 27/1992, de Puertos del Estado y de 
la Marina Mercante (Expediente 05/111/0327), y tenien-
do en cuenta los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–Por el Servicio Marítimo Provincial de Va-
lencia se levantó acta de infracción el día 25 de octubre 
de 2005 contra el ahora recurrente por bloquear el buque 
“L’koral” 3-CP-1-1/98 el canal de acceso al Puerto de 
Sagunto.

Segundo.–Por la Dirección General de la Marina Mer-
cante se acordó la incoación de expediente sancionador 
con fecha 30 de noviembre de 2005, y después de haber 
sido tramitado en forma reglamentaria el oportuno expe-
diente, se dictó en el mismo la resolución que queda 
consignada, cuya notificación con los debidos apercibi-
mientos procedimentales tuvo lugar el día 25 de enero
de 2007.

Tercero.–Por la parte interesada ahora recurrente se 
presenta escrito mediante el que interpone recurso de
alzada contra el citado acuerdo, en fecha 9 de marzo
de 2007, y en el que se alega lo que juzgan conveniente a 
su derecho.

Cuarto.–El citado recurso junto con el expediente ha 
sido informado desfavorablemente por el órgano sancio-
nador, proponiendo su desestimación.

Fundamentos de Derecho

I. Dentro del orden previo de las cuestiones de ca-
rácter adjetivo o formal, es preciso manifestar que la in-
terposición del recurso se realizó fuera del plazo de un 
mes previsto en el artículo 115.1 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, toda vez que intentada infructuosamente 
la notificación postal, la resolución fue publicada en el 
Boletín Oficial del Estado de 25 de enero de 2007 y ex-
puesta en el Ayuntamiento de Burriana del día 5 de enero 
de 2007 al 25 de enero de 2007, mientras que el recurso 
se interpuso el 9 de marzo de 2007, motivo por el cual 
debe procederse a inadmitir el recurso de referencia.

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con la 
propuesta de la Subdirección General de Recursos, ha 
resuelto Inadmitir el expresado recurso de alzada inter-
puesto por D.ª Susana Barrios Pérez, contra resolución 
del Secretario General de Transportes, de fecha 17 de 
noviembre de 2006, que sancionaba a ella y a D. Joaquín 
Francisco Aymerich Moreno con multa de 3.000 euros, 
por la infracción de carácter muy grave prevista en el 
apartado 3.f) del artículo 116 de la Ley 27/1992, de
Puertos del Estado y de la Marina Mercante (Expedien-

te 05/111/0327), la cual procede confirmar en sus propios 
términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrati-
vo con sede en Madrid, en el plazo de dos meses, conta-
dos desde el día siguiente a su notificación.»

Madrid, 10 de julio de 2008.–Subdirector General de 
Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 45.803/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2007/00875.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 11 de abril de 2008, 
adoptada por la Subsecretaria del Departamento, por de-
legación de la Ministra, en el expediente número 2007/
00875.

«Examinado el recurso interpuesto por D.ª. María 
Siaca Martín González y D. Juan Soler López, contra 
resolución del Secretario General de Transportes, de fe-
cha 10 de noviembre de 2006, que les sancionaba con 
multa de 5.000 euros por una infracción de carácter muy 
grave prevista en el apartado 3.f) del Artículo. 116 de la 
Ley 27/92, de Puertos del Estado y de la Marina Mercan-
te (Expediente. 05/111/0145), y teniendo en cuenta los 
siguientes.

Antecedentes de hecho

Primero.–Por el Servicio Marítimo Provincial de la 
Guardia Civil de Barcelona se levantó acta de infracción 
el día 28 de octubre de 2005 contra los ahora recurrentes 
por permanecer fondeada la embarcación Hermanos Pa-
rrones, matrícula 3.ª-BA-2-1/92 en la bocana del puerto 
de Barcelona durante los días 25 al 27 de octubre de 
2005, bloqueando las maniobras de entrada y salida de 
otros buques al mismo, incumpliendo las ordenes del 
Capitán Marítimo de Barcelona en las que se conminaba 
a abandonar el canal de acceso al puerto.

Segundo.–Por la Dirección General de la Marina Mer-
cante se acordó la incoación de expediente sancionador 
con fecha 30 de noviembre de 2005, y después de haber 
sido tramitado en forma reglamentaria el oportuno expe-
diente, se dictó en el mismo la resolución que queda 
consignada, cuya notificación con los debidos apercibi-
mientos procedimentales tuvo lugar en el B.O.E. de 1 de 
diciembre de 2006 y en el Tablón de Edictos del Ayunta-
miento de Barcelona.

Tercero.–Por la parte interesada ahora recurrente se 
presenta escrito mediante el que interpone recurso de al-
zada contra el citado acuerdo, en fecha 16 de marzo de 
2007, y en el que se alega lo que juzgan conveniente a su 
derecho.

Cuarto.–El citado recurso junto con el expediente ha 
sido informado desfavorablemente por el órgano sancio-
nador, proponiendo su desestimación.

Fundamentos de Derecho

I. Dentro del orden previo de las cuestiones de ca-
rácter adjetivo o formal, es preciso manifestar que la in-
terposición del recurso se realizó en tiempo y forma por 
persona interesada y contra resolución recurrible en vía 
administrativa, según lo dispuesto en el artículo 107, en 
relación con el 114, ambos de la Ley 30/1992, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

II. En cuanto al fondo del asunto, y de conformidad 
con el informe emitido por la Dirección General de la 
Marina Mercante y los documentos que obran en el expe-
diente, es preciso destacar que la totalidad de las actua-
ciones y notificaciones practicadas durante la tramitación 
del expediente, lo han sido con arreglo a las previsiones 
legal y reglamentariamente establecidas.


